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en Colombia

Introducción

Según el Sistema de Información sobre Des-
plazamiento Forzado y Derechos Humanos
(SISDES) y la Consultoría para los Derechos
Humanos y el Desplazamiento (CODHES) en
1995, se desplazaron 89.000 personas como
fruto de la violencia en Colombia1. Para 1997
se incrementó esta cifra a 257.000, casi un
187% por encima de 1995. De esta manera, en
la década de los noventa, el gobierno nacional
reconoce que alrededor de 1.700.000 perso-
nas en situación de desplazamiento han sido
obligadas a abandonar sus lugares de origen.
Los grupos paramilitares y las guerrillas son
los principales expulsores de la población
atribuyendo a estos agentes la autoría de por lo
menos el 70% de los casos de desplazamiento,
el 15% a agentes no identificados y un 5% a la
fuerza pública.

En las áreas geográficas en donde se concen-
tra la violencia provocan como resultado un
desmedido alejamiento de la población que
vive en esas zonas de conflicto obligadas a
asentarse en otras regiones con el fin de
proteger sus vidas. En efecto, la llegada de
población desplazada registra para 1995, 165
municipios expulsores y 76 de recepción o
llegada, en 1997 la cifra fue de 262 y 208
respectivamente. Para 1998, 301 municipios
expulsaron población y 454 fueron lugar de
llegada. Para el año 2000, se encontraban
alrededor de 2.000.000 de personas despla-
zadas.

Según el CODHES, mujeres, niños y niñas,
indígenas y comunidades afrodescendientes
constituyen el grupo más afectado por el
desplazamiento forzado: el 48% de la pobla-
ción que se desplaza son mujeres, muchas de
las cuales son jefes de hogar. El 44% corres-
ponde a menores de edad, de los cuales el
26% se encuentra en edad escolar, es decir
entre 5 y 14 años convirtiéndose en indivi-
duos altamente propensos a encontrarse en
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situación de exclusión social y por ende en la
pobreza. Lo anterior ubica a Colombia en el
segundo país en el mundo con más alto índice
de desplazados desde la década de los ochen-
ta llegando en la actualidad, a un poco más de
4.000.000 de personas.

Como consecuencia del conflicto armado se
origina el reclutamiento de los jóvenes entre
los distintos actores de manera voluntaria e
involuntaria lo que viola el Derecho Interna-
cional Humanitario, pues se incurre en viola-
ciones que conllevan altos costos en términos
de ser víctimas de la guerra, además de los
frecuentes abusos sexuales y el difícil contex-
to social en el cual habitan en las zonas
rurales, ocasionan las inflexibles discrimina-
ciones, estigmatizaciones y baja inserción
social en las áreas geográficas de recepción o
llegada. Lo anterior impide y limita el apren-
dizaje básico en términos educativos y cultu-
rales ya que este fenómeno se acentúa en
mayor proporción entre las etnias minorita-
rias tales como indígenas y afrodescendien-
tes dificultando sus planes futuros y por ende
la construcción de una mejor y nueva socie-
dad basada en sus propias cosmovisiones de
relación con su entorno espacial.

Dentro de este sombrío panorama, es la po-
blación joven la que presenta una pérdida
importante de capital humano, desigualdad
social, marginación y participación activa en
la sociedad que inevitablemente debe consi-
derarse en los procesos de acumulación de
desventajas lo cual los convierte en un grupo
poblacional de gran privación.

Los jóvenes desplazados son la población
socioeconómicamente más afectada del país.
Las principales causas del desplazamiento
forzado en Colombia lo constituyen las ame-
nazas de muerte (58%), la presión por cola-
borar para algún actor armado (11%), amena-
za de reclutamiento forzado (9%), enfrenta-
mientos armados (5%), muerte de familiar
(5%) y desaparición familiar (2%).

Los datos arrojados por el Registro Único de la
Población Desplazada (RUPD2 ) señalan que
dentro del total de la población desplazada,
discriminada por edad acumulado al año 2007,
los que sufren los efectos de la guerra interna
la constituyen en mayor proporción la pobla-
ción joven comprendida entre el rango de edad
de los 12-25 años3 . Según estimaciones, esta
cifra podría rondar los 800.000 (Gráfico 1).

Población total desplazada por quintiles de edad (2007)
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Los jóvenes en situación de desplazamiento
son en su gran mayoría originarios de las
zonas rurales por lo general, bastante distan-
tes de los pequeños y medianos centros urba-
nos del país y dedicados a las diferentes
actividades agropecuarias. Su estructura fa-
miliar es normalmente extensa, básicamente
patriarcal. La mujer realiza las actividades
propias del hogar y las niñas ayudan en las
actividades domésticas así como la carga de
atención a niños y ancianos. Los hijos varo-
nes colaboran en las actividades propias del
campo convirtiendo esta característica en un
componente de género esencial en las estrate-
gias de reproducción familiar.

El contexto de sus relaciones sociales es
vertical y jerárquico, en el que se distingue
“seguir los pasos” de los adultos, reprodu-
ciendo en sus propias familias esta misma
dinámica y es habitual que se recurra a la
violencia y malos tratos a los niños como una
forma particular de castigo (Bermúdez
2004:221).

Además, la situación de los hogares es bas-
tante precaria: nacen, viven la infancia y la
juventud en hogares organizados en torno a
carencias lo cual ejerce una gran influencia
en la situación biológica y biográfica de los
individuos. Este proceso de perpetuación
generacional y de inequidad se refleja en las
restricciones a servicios básicos como salud,
vivienda y empleo lo cual origina círculos
generacionales de la pobreza.

El gran impacto del conflicto armado en esta
población se hace presente en las desigualda-
des sociales, el reclutamiento forzoso de los
actores armados, el desempleo, la falta de
oportunidades educativas y el desarraigo que
implica la movilización de un lugar a otro
dejando sus costumbres, amigos, familiares y
su entorno medio ambiental. Cuando ocurre
el desplazamiento, los jóvenes son casi que

“obligados” a insertarse en un medio social y
cultural agreste que no es el propio, corriendo
el riesgo de ser estigmatizados, negándoseles
las posibilidades que tiene toda persona y en
especial los jóvenes de poder integrarse a la
sociedad.

En una escuela de una pequeña población del
nororiente de Colombia se escuchó decir al-
guna vez a uno de sus alumnos:

“…ahora sí se nos va a dañar el
barrio, con todos esos pelaos [jóve-
nes] que llegaron desplazados… no
ven que ellos son los que traen la
violencia y las malas mañas acá al
pueblo…” Entrevista a joven estu-
diante en pequeño municipio del De-
partamento de Antioquia.

La anterior estigmatización no es menos pre-
ocupante y se repite de manera constante en
cada uno de los lugares en que ocurren los
desplazamientos convirtiéndose los jóvenes
en factor de exclusión y marginación, aisla-
miento y abandono vinculándoseles con gru-
pos de delincuencia, con las muertes violen-
tas, prostitución y robos. Sólo uno de ocho
estudiantes que han sido desplazados ha re-
tornado a la escuela después del desplaza-
miento. Las niñas son la población más vul-
nerable por la explotación sexual a que son
sometidas y el embarazo precoz juvenil que
otros adolescentes (30% de las mujeres des-
plazadas menores de 20 años tienen al menos
un hijo, en comparación con el 19% que se
registra entre las mujeres que no lo son).

Género y desplazamiento

En cuanto a la diferencia por sexos (Gráfico
2), existe para el año 2007 un leve incremento
con respecto a la situación anterior de los
hombres sobre las mujeres. Sin embargo, en
la medida que van aumentando sus edades y
por ende su edad productiva, esta tendencia
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tiende a invertirse. Las mujeres jóvenes por lo
general permanecen mucho más aisladas de las
actividades sociales como lo son los espacios
recreativos, cuentan con menor educación, y
una alta tasa de embarazos consecuencia de la
cultura machista que aún predomina en el sector
rural. Lo anterior se manifiesta en el desplaza-
miento, a través del porcentaje monoparental y
matriarcal de esta población. Además, su escasa
formación laboral restringe sus oportunidades
de desempeñarse en actividades diferentes a la
del trabajo doméstico: cuidado de los niños y
los quehaceres diarios del hogar.

Según relevamientos adelantados por el Gru-
po de Investigaciones de Acción Participante
(GIAP4 ) de la Universidad San Buenaventu-
ra de Cali, la mayoría de las mujeres mani-
fiesta estar dispuesta a realizar actividades de
limpieza, aseo doméstico, lavado de ropa,
etc. que es aprovechada en los pequeños y
medianos centros urbanos, sitios frecuentes
de recepción.

Educación

Para el informe sobre la situación de los
niños, niñas y jóvenes en cinco regiones de

Colombia del 2007, una característica de la
población rural en el país la constituye la
dificultad para el acceso a la educación. Los
elevados costos escolares reflejados en el
valor de la matrícula mensual pueden oscilar
entre $52.000 y $80.000 pesos colombianos
(U$ 25 y U$ 40 aproximadamente). En este
escenario, además, los otros costos asociados
a la educación como útiles y transporte con-
vierten a la educación en un factor restrictivo
casi que imposible de costear por parte de
esta población.

Cuando los jóvenes tienen acceso a la educa-
ción, este espacio se constituye en un lugar
fundamental de encuentro y socialización con
los suyos. Es un espacio fundamental que es
recordado con cariño y emoción, de inter-
cambio de ideas. Sin embargo, como lo afir-
ma el ex senador Antonio Navarro:

“El problema es fundamentalmente
rural. La gente se mete a la guerrilla
porque después de cuarto bachillera-
to ya no tiene nada qué hacer en el
campo. Si no se interviene el proble-
ma allá, el Gobierno puede aumentar
el tamaño del Ejército hasta 10 veces,

Población total desplazada por sexo y edad hogar
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y la guerra seguirá igual” (Entrevista
concedida a una importante cadena
radial colombiana en marzo del 2004).

En Colombia, la población joven que deman-
da atención escolar oscila entre 800.000 y
1.600.000. En esas circunstancias, y según
información suministrada por el Ministerio
de Educación Nacional para el 2004, la ina-
sistencia escolar pudo afectar entre el 82.3%
y el 66,7% de los desplazados. El anterior
inconveniente entonces, parece trascender
las fronteras de la violencia instalándose en
una problemática estructural de la educación
rural que tiene como base la baja cobertura,
acceso y calidad de la misma.

Según Ibáñez y Moya (2006:17) los jóvenes
desplazados entre los 12 y 17 años deben
abandonar sus estudios para ayudar a sus
familias. Esto repercute de manera directa
sobre las tasas de asistencia y deserción y su
posterior vinculación al mercado laboral. Casi
un tercio de los niños y jóvenes de hogares
desplazados interrumpe sus estudios debido
al desplazamiento y la duración promedio de
dicha interrupción es de 279 días. En este
sentido, los jóvenes desplazados en los sitios
urbanos y rurales de recepción buscan alter-
nativas que permitan continuar con sus estu-
dios a nivel básico primario y secundario. Sin
embargo, pocos de ellos podrán lograr la
educación superior.

Siguiendo con este informe, la población
desplazada en edad escolar presenta un reza-
go importante frente al nivel escolar de su
edad: constituye cerca del 38% de la pobla-
ción entre 12 y 17 años.

Castañeda (2007) argumenta que el sector
educativo ha producido un número importan-
te de normas y planes de acción pertinentes
para atender las necesidades educativas de la
población en situación de desplazamiento en
edad escolar como atención psicosocial, ca-

pacitación de docentes, construcción y dota-
ción de infraestructura escolar, defensa de la
vida de los docentes amenazados e imple-
mentación de modelos pedagógicos flexi-
bles. Lo cierto es que la información educati-
va disponible no da cuenta específica de los
cupos escolares asignados a los niños despla-
zados ni de las condiciones que se les ofrece
en los centros de educación.

En el marco legal de la lucha antidrogas del
gobierno nacional, la erradicación de los cul-
tivos destinados a usos ilícitos ha traído como
consecuencia el abandono de los estudios por
parte de aquellos niños y niñas que se ven
forzados a desplazarse con sus familias hu-
yendo del hambre y en búsqueda de trabajo y
posibilidades de seguir con cultivos que les
garanticen el sustento diario. En las áreas del
sur del Cauca y en la Sierra Nevada de Santa
Marta así como en otras zonas en donde
existe un asentamiento fuerte de población
indígena tradicionalmente se han dedicado al
cultivo ilícito de amapola. Los niños, niñas y
jóvenes refieren dedicarse a esta actividad
como una opción de vida, lo cual, con el
tiempo los va separando de sus estudios y
alejando cada vez más de la posibilidad de
culminar su bachillerato.

Las anteriores reflexiones repercuten direc-
tamente sobre la oferta laboral: la participa-
ción de la población joven con respecto a la
contribución en actividades que generan al-
gún ingreso no es menos preocupante. Se
calcula que alrededor de 40% de las activida-
des son actividades de tipo “rebusque” o
están dentro de lo que se conoce como “infor-
mal” con una alta precariedad en las condi-
ciones mismas del trabajo.

Jóvenes y conflicto armado

Por otro lado, lastimosamente, la vinculación
de los jóvenes en el conflicto armado es
bastante significativa. El imaginario acerca
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de la representación de poder, la autonomía y
el respeto que constituyen y dan las armas, la
suposición e imposición de tener fuerza llama
poderosamente la atención de los jóvenes.
Esto que empieza a ser un referente de iden-
tidad, se refleja en las cifras que se dan sobre
los jóvenes que integran tanto los grupos
guerrilleros como de autodefensas. El regis-
tro de los reclutamientos forzosos de los
actores armados que desconocen el Derecho
Internacional Humanitario y las condiciones
elementales de guerra5 obliga a que muchas
de las familias se desplacen por esta situa-
ción:

“… A dos de mis hijos se los llevaron
a la fuerza la guerrilla… yo me des-
placé porque no quiero que mi tercer
hijo se vaya con ellos…” Mujer des-
plazada de Florida Valle. (Entrevista
realizada en agosto del 2007 por GIAP)

Un informe de Human Right Watch del año
2002 menciona que el reclutamiento por par-
te de estas fuerzas ha aumentado significati-
vamente durante los últimos años y que al
menos uno de cada cuatro combatientes irre-
gulares en Colombia es menor de 18 años, y
la mayoría proveniente de familias rurales
pobres. Por ejemplo, en Bogotá, sobre todo
en sectores de la ciudad donde cada día llegan
más familias desplazadas por la violencia,
continúa el reclutamiento de menores por
parte de las Autodefensas Unidas de Colom-
bia (AUC). “En Soacha y en las zonas pobres
del sur de Bogotá están reclutando masiva-
mente jóvenes para las filas de las AUC,
grupo armado con el cual el gobierno ofi-
cialmente ya hizo la paz”. La Fundación Dos
Mundos señala igualmente que en sectores
marginales del sur de la ciudad constante-
mente se reportan denuncias sobre presión de
los grupos armados, sobre todo de los
paramilitares. Para el año 2004 en esta zona,
las AUC pagan 100.000 pesos (U$ 50) men-
sualmente para un niño o joven que se inscri-

be como informante y 400.000 pesos (U$
200) para un niño o joven que acepta partici-
par en operaciones militares de “limpieza
social”.

El Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar (ICBF)6  registra que en la última década
2.949 menores de 18 años se desmovilizaron
de grupos armados irregulares, de los cuales
1.020 militaban en organizaciones tanto de la
autodefensa como de la guerrilla. En los últi-
mos 7 años ha atendido a 1.000 menores
desvinculados de las filas de los actores ar-
mados. También destaca el informe que
aproximadamente el 80% de los jóvenes
desmovilizados fueron maltratados en sus
hogares y el 82% ingresó a la filas de los
irregulares entre los 10 y 17 años.

En el mismo sentido, un informe del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados (ACNUR) destaca que los
jóvenes desplazados de la Costa Caribe de
Urabá, Magdalena Central y otras regiones
han sido reclutados por la fuerza por grupos
armados irregulares. Además, como conse-
cuencia de la violencia y los actos de intimi-
dación por parte de los grupos armados
irregulares, en algunas áreas urbanas, han
sido desplazados por segunda y hasta por
tercera vez. En algunas áreas urbanas se
sabe que los grupos armados imponen to-
ques de queda y prohíben los comporta-
mientos que consideran inapropiados, tales
como la utilización de piercing en el cuerpo,
tatuajes, escuchar determinada clase de mú-
sica, además de los vestidos cortos en las
mujeres y el cabello largo en los hombres.
Las personas que desobedecen estas órde-
nes corren el riesgo de una muerte violenta.
De esta forma se atenta contra el libre ejer-
cicio de la personalidad.

Tanto el ICBF como otras organizaciones
que trabajan con la población joven despla-
zada han expresado su preocupación por los
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informes cuando indican que aún continúan
los asesinatos selectivos, la extorsión, vio-
lencia sexual, círculos de prostitución, usura
y reclutamiento forzado en los grupos arma-
dos en donde la población tanto de niños
como de niñas y jóvenes no está exenta de la
situación.

Población joven por etnias:
doble discriminación y precariedad

La vinculación de los jóvenes de grupos mi-
noritarios en el conflicto armado no está
sujeta a sus concepciones ideológicas como
podría creerse (Bello 2004). Existen razones
económicas, de supervivencia relacionadas
con el nivel socioeconómico de los diferentes
grupos sociales de la juventud.

La discriminación especialmente contra los
grupos étnicos de indígenas y afrodescen-
dientes desplazados, por parte de una socie-
dad que se niega a reconocerlos y que los
ubica en el sector social inferior a aquel en el
cual ubica al otro sector denominado como
blancos, los excluye, y no les permite acceder
a la sociedad elegida, les rechaza sus valores,
sufre de deficiencias de conducta así como
deficiencias de ingresos. Como lo resalta
Guevara (2008), “no solamente tienden a ser
pobres sino marginados sociales y propen-
sos a atribuciones de la mayoría de crímenes
y actos violentos” estando propensos a inser-
tarse en relaciones sociales donde impera el
crimen y los actos violentos.

Es conocido que los pueblos indígenas y los
afrodescendientes tienen culturas distintas a
las de los grupos dominantes. Tienen valores
y una visión del mundo diferente, e incluso
los primeros, sus propias lenguas. Su inser-
ción en una sociedad cuyo modelo de desa-
rrollo no es propio (basada en el capitalismo
de mercado) destruye los aspectos más
valorativos de su cultura y la tradicional po-
breza que les conlleva tiende a incrementar-

se. Si a lo anterior se suman los prejuicios
racistas que utilizan las élites para poder
justificar la expulsión de sus territorios y
apropiarse de los diversos recursos naturales
y culturales con los que cuentan, su discrimi-
nación y precariedad aumentan.

Estudios llevados a cabo por Vasco (2000) y
Guevara (2003), entre otros, muestran cómo
para el caso de los indígenas y afrodescen-
dientes éstos se encuentran sometidos al des-
tierro y despojo de activos de sus lugares de
origen. Asimismo, cómo su ubicación geo-
gráfica ha sido escenario de disputa territo-
rial, de recursos y control económico y del
sometimiento social y la indiferencia políti-
ca. Ambos grupos poblacionales soportan el
peso de las condiciones históricas de exclu-
sión y discriminación cultural reflejándose
en las reiterativas violaciones de los derechos
humanos y del Derecho Internacional Huma-
nitario a las que han sido sometidos, que han
facilitado el abuso y la violación de su iden-
tidad en cuanto a la integridad étnica y al
patrimonio territorial.

Aunque no existen datos estadísticos signifi-
cativos que muestren la problemática social y
psicológica del desplazamiento forzado de
los jóvenes de las etnias minoritarias, sí pue-
de asegurarse que constituyen uno de los
grupos poblacionales más afectados por la
violencia en Colombia en cuanto al porcenta-
je de la población (Cuadro 1).

Lo que se realza es que el fenómeno del
desplazamiento también ha golpeado de ma-
nera directa a la población joven minoritaria.
En muchas regiones de Colombia han queda-
do sometidos al control militar que ejercen
los actores armados y en especial el ejército
con sus batallones de alta montaña, al reclu-
tamiento, la persecución y el señalamiento de
pertenecer o favorecer a uno u otro grupo que
los convierte en blanco fácil de guerra. Los
estudios han demostrado que lo anterior se
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muestra en los impactos significativos del
desplazamiento y repercute directamente en
los sentimientos encontrados de tristeza, frus-
tración y escepticismo.

Cuando se desplazan los jóvenes indígenas y
afrodescendientes, se enfrentan a múltiples
situaciones en un entorno que les es diferente,
que no dominan y que desconocen. Los des-
plazamientos ya sea a las pequeñas, medianas
o grandes urbes, les implica un cambio abrup-
to en sus costumbres, cosmovisión y cotidia-
nidad y les genera sentimientos de frustra-
ción, desconfianza, marginación y aún de
rebeldía hacia sus familias. La ruptura de los
lazos ancestrales de sus sitios de procedencia
no se restablecen y casos como el de la
medicina tradicional que el saber sobre sus
enfermedades y las propiedades curativas,
trasmitidas de generación en generación han
ido perdiendo espacio frente a los métodos
curativos modernos.

Si a lo anterior se le adiciona las condiciones
históricamente constituidas de discrimina-
ción convierte a los jóvenes indígenas y a los
afrodescendientes en fuente de burlas, humi-
llación y marginación: su vestimenta, su músi-

ca, su manera de expresarse y de sentir, sus
costumbres y valores son violentados por es-
tos nuevos hechos de adaptación. Concebirse
a sí mismos como jóvenes indígenas o campe-
sinos, los obliga a competir con los otros
jóvenes del medio. Se ven “obligados” a cam-
biar su forma de pensar, de vestir, y a buscar
expectativas de un futuro, a “aculturarse”,
como lo anota Bermúdez (2004:227):

“…Un joven en Villavicencio decía
en un momento: “Es como si hubiera
tenido que dejar de ser yo, para ser
otro y ser aceptado…” es poco usual
que los jóvenes reflexionen sobre este
proceso de cambio…”

Los centros urbanos se convierten en escena-
rios propicios para las actividades de consu-
mo. Sin embargo para la mayoría, se convier-
ten en un mundo de frustración. El participar
del mercado implica la aceptación grupal de
reconocimiento, adquirir un lugar y un pres-
tigio. De esta manera, la mayoría de ellos se
dedica a actividades laborales precarias, mar-
ginales o de mendicidad en las calles lo cual
les dificulta el acceso a bienes y servicios
básicos para suplir sus necesidades.

Población total desplazada por grupo étnico (2007)

   

Grupo étnico  

Total 
Población  %  

Gitano(a) ROM  1703  0.026  

Indígena  7741  0.11 3  

Afrocolombiano(a)  27148  0.417  

Ninguna  27433  0.422  

No Sabe  962 0.014  

Total  64987   

Cuadro 1

Fuente: RUPD-Cálculos del autor. * Se omitió NO responde con aproximadamente el 80% de las

respuestas.
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Las relaciones étnicas de la población joven
desplazada han pasado a ser definidas en
términos culturales: los problemas laborales,
el entorno escolar o el comportamiento social
se explican de forma rutinaria como un fenó-
meno debido a las diferencias éticas, de men-
talidad, religión o actitudes y nunca como la
consecuencia de discriminación o del prejui-
cio. Cambiar la identidad, descartar el pasado
y buscar “nuevos” principios es la conducta
que esa cultura promueve como “obligacio-
nes” disfrazadas de privilegios. Estos grupos
poblacionales jóvenes, pobres y además des-
plazados no le son necesarios a la sociedad y
por lo tanto indeseables; como no consumen
son aún más estigmatizados, dado por el no
“pertenecer” o no ser “aceptados” por el resto
de la comunidad. Como lo señala Guevara
(2007) callar es para el padre o la madre de un
desplazado joven, un consentir de sus actos
que muchas veces no son los normales pero
que los aceptan y son aceptados por el resto
de la familia y de quienes viven con ellos. De
esta manera, culturas e historia se superponen
o se van borrando.

Reflexiones finales

El futuro de un país lo constituyen no sola-
mente sus niños y jóvenes sino el grado de
aceptación e identidad cultural de sus pobla-
dores. En Colombia, por motivos del conflic-
to armado de las últimas décadas estas dos
posturas han ido en detrimento del bienestar
general de la población con un impacto ob-
servable en el mediano y largo plazo que
trasciende las frías cifras estadísticas econó-
micas y sociales.

El conflicto armado ha golpeado en mayor
proporción a los jóvenes del área rural. La
falta de oportunidades educativas y labora-
les, el modelo de desarrollo que atenta contra
el respeto y la tolerancia de las diferentes
etnias que cohabitan a lo largo y ancho de la

geografía nacional, se ha traducido en mayor
precariedad y pobreza no en vano manifes-
tándose en más del 70% de la población
campesina. La violencia armada parece ser
simplemente una manifestación de las preca-
rias condiciones estructurales que vive el país
en materia de políticas sociales, culturales y
de oportunidad económica, acentuando hasta
nuestros días la marginalidad y los procesos
históricos de exclusión.

En este horizonte negro, sin embargo, se
vislumbran algunas señales de esperanza.
Distintas organizaciones del orden civil na-
cional e internacional están trabajando para
un mejor futuro de los jóvenes con alto riesgo
o vulnerabilidad social, consecuencia del
desplazamiento. Paulatinamente la inserción
en las actividades económicas, la educación,
espacios de recreación y de aceptación por
parte del resto de la sociedad, muestra el fruto
del trabajo de talleres como lo es, el grupo
Taller de Vida desarrollando diferentes pro-
yectos en distintas zonas geográficas del país
previniendo el reclutamiento de jóvenes y
niños en el conflicto armado. Al igual que
UNICEF y CODHES, las sentencias regla-
mentarias emanadas por la Corte Constitu-
cional lentamente han creado conciencia so-
bre el riesgo de incluir a la población menor
de edad y joven en las filas armadas castigan-
do a quienes las infringen. Las administracio-
nes locales del ámbito municipal y departa-
mental, en las cuales se han encontrado re-
ceptores que permiten una comprensión del
fenómeno de desplazamiento en los jóvenes,
ya han iniciado, aunque de manera lenta, el
proceso de concientización de los actores
armados sobre la exclusión de este grupo
poblacional.

Con la desmovilización de algunos grupos
armados, poco a poco, se han ido logrando y
estableciendo los lazos sociales comunita-
rios integrándose a la sociedad a esos jóvenes
que aún mantienen la nostalgia de su tierra, y
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sus sueños y esperanzas. Esta esperanza se ve
reflejada en la nueva oportunidad que les
brinda la vida; de recuperar lo perdido, te-
jiendo redes sociales más estrechas que les
permitan construir sus vidas, que les permitan
encontrarse en su entorno. Lastimosamente,
los casos de deseo de “retorno” son bastante
escasos. El terror vivido por las familias y
comunidades no se ha superado aún para que
se dé un nuevo inicio de sus vidas en sus sitios
de recepción o llegada.

El papel fundamental de la sociedad debe ir
mucho más allá de esta simple admisión de la
población desplazada. Debe ir acompañado
de políticas estatales que garanticen el acceso
básico a las necesidades de la población jo-
ven. Admitir en primera instancia, y recono-
cer el problema por parte de la sociedad civil,
es el primer paso de “aceptación” a esta
población que injustamente ha sido estigma-
tizada.

La educación debe convertirse en prioridad y
oportunidad en la medida que se ofrezca
como un derecho que permita restringir en el
corto plazo la oferta laboral tratando de redu-
cir la mendicidad y las actividades laborales
precarias. La construcción de espacios, la
realización de programas y proyectos que los
reconozca como parte de la sociedad colom-
biana y no como “problema” o generadores
de la violencia parece ser, a nuestra conside-
ración, un primer avance para la reconstruc-
ción de un mejor futuro en el país.

En materia legislativa, exigir el cumplimien-
to de leyes sobre la obligación de mantener
alejados del conflicto armado a niños y jóve-
nes contenida en la Ley 975 de 2005 debe ser
una constante que garantice la erradicación
de éstos en las filas de la guerra.

El doble desafío está planteado: jóvenes y
desplazados debe ser, en el conjunto de la
sociedad, el pilar en el cual se apoyen los

cimientos de un mejor mañana para los co-
lombianos.
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Notas

1. Según la Ley 387 de 1997 promulgada por el

Congreso de la República, el desplazado es toda

persona que se ha visto forzada a migrar dentro del

territorio nacional, abandonando su localidad de

residencia o actividades económicas habituales,

porque su vida, su integridad física, su seguridad o

libertad personal han sido vulnerados o se encuen-

tran directamente amenazadas, con ocasión de cual-

quiera de las siguientes situaciones: conflicto ar-

mado interno, disturbios y tensiones interiores,

violencia generalizada, violaciones masivas de

derechos humanos, infracciones al derecho inter-

nacional humanitario u otras circunstancias ema-

nadas de las situaciones anteriores que puedan

alterar o alteren drásticamente el orden público.

2. El Registro Único de la Población Desplazada

(RUPD) constituye el organismo encargado de las

estadísticas oficiales del gobierno colombiano.

Sin embargo, estas cifras difieren a las emanadas

por otras instituciones encargadas de estudiar este

fenómeno como el CODHES, CIRCC  y el Epis-

copado Colombiano entre otros.

3. Según los datos del censo del 2005 aproxima-

damente 16.5 millones de habitantes son menores

de 18 años, lo  que constituye el 36.3% de la

población del país.

4. El Grupo de Investigaciones  de Acción Parti-

cipante (GIAP) está adelantando el proyecto:

“Comprender mejor los desplazamientos forza-
dos de poblaciones”. Su fuente referencial son las

mujeres cabeza de familia desplazadas y ubicadas

en la cabecera municipal de la localidad de Flori-

da en el Valle del Cauca, Colombia.

5. La reglamentación legislativa en Colombia a

favor del menor y la familia está contenida en la

Ley Nº 1098 de 2006 sobre la infancia y la

adolescencia, el Código del Menor vigente desde

el 1 de marzo de 1990 y actualmente, con relación

a la participación de menores en el conflicto está

contemplada en el Decreto Nº 4690 de 2007 por el

cual se crea la Comisión Intersectorial para la

prevención del reclutamiento y utilización de

niños, niñas y jóvenes por grupos armados al

margen de la Ley.

6. El ICBF es la entidad del orden estatal que se

dedica a la protección integral de la familia y la

niñez por medio de la administración del Sistema

Nacional de Bienestar Familiar. Su misión funda-

mental es la protección, cuidado y responsabili-

dad de los menores de edad en el territorio nacio-

nal.
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